PROYECTO DE COMUNICACIÓN
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, en relación a la afectación de recursos del Fondo de Emergencia Social establecido por la Ley Nacional Nº 24443, sus modificatorias y complementarias se abstenga de afectar recursos hasta que la Cámara de Diputados de la Nación designe a sus representantes, conforme lo determina la Ley Nº 24.443, para integrar la Unidad Ejecutora creada por Decreto Nº 330/95, arbitrando medidas idóneas y coordinadas para garantizar la presencia de los legisladores nacionales a las reuniones de la Unidad Ejecutora.
Señor Presidente:

Desde su creación la afectación de los recursos del Fondo de Emergencia Social y el funcionamiento de la Unidad Ejecutora Provincial a que nos referimos se han caracterizado por la discrecionalidad con que el Gobernador y sus dependientes subalternos han hecho uso de los recursos, sin rendición de cuentas y ni controles al Estado Nacional, reglamentando su afectación por decreto en lugar de crear la Unidad Ejecutora por ley, como corresponde a todo manejo de recursos públicos, en este caso nacionales.
A ello se ha sumado la sistemática ausencia de los legisladores nacionales a los que la Ley les ha asignado la responsabilidad de velar por el correcto uso de las partidas.

Muchas han sido las explicaciones de las ausencias, por parte de los legisladores aduciendo citas tardías e incompatibles con sus agendas parlamentarias, y de parte de la gobernación haciendo notar la carencia de observaciones o quejas por parte de los citados.

La realidad, observable en los textos de las Actas de la Unidad Ejecutora es que los legisladores no han participado en la mayoría de los casos de las decisiones y que consecuentemente se ha incumplido un mandato de la ley nacional que dispuso el destino de los fondos y el control legislativo y de la Auditoría General de la Nación.
Aspiramos a que esto no continúe y que no se convierta en un hábito el manejo de recursos obviando la ley, lo que aconseja aprobar el presente proyecto instando al Poder Ejecutivo a funcionar en esta materia conforme lo mandan las normas nacionales vigentes.
